
SI EN ALGO COINCIDEN los senadores Barack Obama y John McCain
es en que el prestigio de Estados Unidos ha sufrido un deterioro
enorme durante la Administración de Bush. Ésa es una realidad
que ha tenido y está teniendo repercusiones extraordinarias en
el plano internacional, hasta el extremo de que atajar ese decli-
ve se ha convertido en una de las primeras responsabilidades y
obligaciones del nuevo presidente. No se trata sólo, como algu-
nos piensan, del papel que vaya a tener Estados Unidos en el
control de la crisis económica mundial. Los componentes eco-
nómico-financieros marcarán, sin duda, los primeros cuatro
años del mandato presidencial, pero en 2010 habrá que renego-
ciar el Tratado de No Proliferación Nu-
clear y ése es un campo también decisivo
para las relaciones y la comunidad inter-
nacional. En 2010 se puede reordenar pa-
cífica y sensatamente el escenario mun-
dial nuclear o se puede dar paso a una
etapa de creciente incertidumbre y de
peligro. El mayor o menor prestigio que
tenga Estados Unidos y su presidente en
ese momento será un elemento impor-
tante de estabilidad.

La creciente crisis energética ha he-
cho que muchos países en vías de desa-
rrollo piensen en la posibilidad de insta-
lar, o aumentar, su capacidad nuclear
con fines eléctricos. La mayoría ha opta-
do por adquirir el uranio enriquecido ne-
cesario para ello en alguno de los “gran-
des”: Estados Unidos, Rusia, Francia o
Reino Unido. Pero unos pocos han opta-
do por proveerse de la tecnología necesa-
ria para enriquecer el uranio ellos mis-
mos, con el objetivo, aseguran, de garanti-
zarse la autonomía y de ahorrarse los mi-
llones de divisas que hay que pagar a los
países “grandes”.

El caso más polémico es el de Irán,
que va en camino de crear esa planta enriquecedora, en contra
de la opinión no sólo de Estados Unidos, sino de prácticamente
toda la comunidad internacional, que desconfía evidentemente
del uso estrictamente pacífico que Irán vaya a dar a ese mate-
rial atómico. Israel, que en su día se dotó en secreto de armas
nucleares, considera que un Irán nuclear sería un peligro “vi-
tal” para ella y ha advertido en varias ocasiones que no consenti-
rá que esa planta llegue a funcionar.

La dificultad estriba en que el TNPN no prohíbe la creación
de plantas enriquecedoras de uranio (Brasil es el sexto produc-

tor mundial), siempre que organismos internacionales contro-
len el uso civil del uranio enriquecido.

De hecho, Irán no es el primer país que ha seguido ese
camino. Brasil, que anunció hace un mes la construcción, ayu-
dado por Francia, de su primer submarino nuclear, inauguró en
2006 en Resende (Estado de Río de Janeiro) su propia planta
enriquecedora de uranio, que abastece ya en parte a sus dos
centrales nucleares de producción eléctrica, Angra 1 y Angra 2.
El gigante latinoamericano tuvo sus más y sus menos con el
Organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA) porque no
aceptó que fiscalizara todas sus instalaciones —temía, según

explicaron las autoridades brasileñas y el
propio Lula, que se espiaran sus avances
tecnológicos en materia de centrifuga-
ción, muy innovadores y exclusivos—. Fi-
nalmente, y convencidos de los fines pací-
ficos de Brasil (que no fines civiles, pues-
to que el submarino está destinado a de-
fender los yacimientos petrolíferos más
alejados de la costa y será indudablemen-
te parte de la estructura militar), la planta
se puso en marcha y el país pasó a formar
parte del muy exclusivo club nuclear
mundial, junto con Estados Unidos, Fran-
cia, Reino Unido, Japón, Holanda y Rusia.

Resolver esta situación de la manera
menos desfavorable para los que ya tie-
nen el arma nuclear y, sobre todo, de la
manera más segura para el conjunto de
la comunidad internacional será una de
las grandes tareas del nuevo presidente
norteamericano y uno de los capítulos
que debería ayudar a recomponer el pres-
tigio de su país.

Junto a los componentes económicos
y de proliferación nuclear, en América
Latina se da por hecho que el nuevo presi-
dente de Estados Unidos tendrá que ha-

cer frente a un tercer capítulo decisivo: los cambios importan-
tes que se registren en la situación de Cuba. Y de ese tercer
capítulo en concreto dependerá el prestigio del presidente nor-
teamericano en este hemisferio. De su capacidad para influir
en esos cambios, de su habilidad para satisfacer los intereses
no siempre coincidentes de los cubanos que viven en Estados
Unidos (1.245.000) y de su destreza para hacer todo eso sin
provocar el encono de las sociedades latinoamericanas, aleja-
das del modelo cubano, pero ligadas inextricablemente a la
historia de la revolución cubana. O

HAY AL MENOS otro motivo, poco menciona-
do hasta ahora, para que España esté en la
lista de países que participarán en la reu-
nión inaugural para construir un nuevo
orden económico internacional: la ruptu-
ra con una historia aislacionista que orilló
a nuestro país de las corrientes monetarias
principales al menos en dos ocasiones. La
primera en 1883, cuando el abandono de
la convertibilidad en oro de la peseta y la
instauración de un patrón fiduciario y ti-
pos de cambio flexibles separaron a la eco-
nomía española del patrón oro vigente has-
ta 1914. En 1944, España no estuvo en la
Conferencia Monetaria y Financiera de las
Naciones Unidas; dos años después, tras
una resolución de la Asamblea General de
la ONU, nuestro país quedaba excluido del
sistema monetario de la posguerra.

Lo cuentan los profesores Hernández
Andreu, Asensio del Arco y Carmona Gon-
zález en su libro España y Bretton Woods
(Delta Publicaciones, 2006), en el que ana-
lizan cómo la incorporación de España a
los organismos económicos internaciona-
les no se produjo hasta el año 1958, cuan-
do moría el primer franquismo. Esta razón
histórica no importa al resto de los países,
pero debe dar fuerza a Zapatero para rei-
vindicar la presencia en lo que se ha deno-
minado Bretton Woods II: significaría un

último paso hacia la normalidad, después
de un largo aislamiento.

Las formaciones G, como las denominó
el economista del FMI Jacques Polak (G-5,
G-7, G-8, G-20…), son una especie de clu-
bes privados de países sin estructura orgá-
nica. Nacidas en 1975 con cinco países
(Estados Unidos, Japón, Alemania, Fran-
cia y Reino Unido), se hicieron mayores
de edad una década después, incorporan-
do a Canadá e Italia. Pero de cada una de
ellas no se ha desenganchado nunca na-
die —por ejemplo, al ser superadas en ri-
queza por otros países, o al aparecer otros
más representativos o más fuertes que los
fundadores— sino que se han añadido
otras naciones. En 1944 participaron 44
países, aunque la iniciativa la llevaron Rei-
no Unido y Estados Unidos (representa-
das por Keynes y Harry D. White), que
llevaban muchos meses negociando lo
que allí se maduró durante tres semanas.

La reunión de los días 14 y 15, cuyo
anfitrión es el finiquitado George Bush, no
será más que la primera parte de un plan
que durará más tiempo y que deberá ser
avalado por la ONU, aunque le dé urtica-
ria al todavía inquilino de la Casa Blanca.
Habrá de ser un plan multilateral y no un
acuerdo tomado por un club selecto de
países, aunque entre ellos estén casi todos
los importantes. En ella, además de las
reformas de los organismos multilatera-
les, habrán de incluirse las nuevas normas
de regulación del sistema financiero, para
que desaparezcan las zonas de sombra y
fuera del balance que están en el origen de
la gigantesca crisis que empezó por las
hipotecas subprime, pero que —hoy lo
sabemos— podía haber arrancado por
cualquier otro producto financiero opaco
y fuera de control. O
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Las dos
Américas en
el estrado
Progresistas y conservadores se enfrentan en el
terreno judicial. La clave de lo que ocurra ahí
también depende del resultado de las elecciones

Por LLUÍS BASSETS

E
s una época que termina. Su
final no sigue el guión que ha-
bían escrito Bush y sus ami-
gos. El propio candidato repu-
blicano se ve obligado a subra-
yarlo constantemente: “Yo no

soy Bush”. “Si usted quiere enfrentarse a
Bush debió presentarse a las elecciones ha-
ce cuatro años”, le dijo a Obama en el tercer
debate televisivo. Los historiadores se dispu-
tan sobre cuándo y cómo empezó esta épo-
ca. Si fue con Nixon, presidente con aspira-
ciones absolutistas e imperiales que fue de-
rribado por el Congreso y por la prensa. O si
fue con Reagan, el presidente que protago-
nizó la revolución conservadora y pidió a
Gorbachov en Berlín que tirara ese muro.
Pero el hito no debe estar necesariamente
en la Casa Blanca. No muy lejos, a poco
más de una milla a su izquierda, detrás del
Capitolio, está el edificio donde se tomó
una decisión trascendental en 1973. El Tri-
bunal Supremo falló a favor de una mujer
(Jane Roe) y contra el abogado del Estado
de Tejas (Henry Wade) en una sentencia
histórica que reconocía el derecho al abor-
to y situaba fuera de la legalidad a la mayo-
ría de las leyes restrictivas aprobadas por
los Estados. Esta sentencia, conocida como
el caso Roe versus Wade, fue la chispa que
encendió la mecha del descontento entre el
conservadurismo social y religioso, de for-
ma que todo lo que ha sucedido en la políti-
ca americana desde entonces puede inter-
pretarse como el intento de revertir la deci-
sión de la Corte Constitucional.

No es, por supuesto, el único caballo de
batalla. Revertir la discriminación positiva a
favor de las minorías, afianzar la pena de
muerte, prohibir los matrimonios entre per-
sonas del mismo sexo, diluir las fronteras
entre religión y política o ensanchar los már-
genes de poder del presidente son los princi-
pales capítulos en los que se enfrentan las
dos Américas, en el terreno judicial, natural-
mente, y en el político. El poder de los jueces
es tan grande que puede llegar a determinar
una elección presidencial, como sucedió en
2000, cuando el Tribunal Supremo ordenó la
paralización del recuento de votos en Flori-
da, después de que Al Gore obtuviera de
tribunales inferiores el derecho a revisar nu-
merosas votaciones irregulares. Aquel caso
determinó directamente el curso de la histo-
ria: si hubiera seguido el recuento es seguro
que Al Gore habría alcanzado la presidencia.

Entre todas las decisiones presidenciales,
las que dejan en todo caso mayor huella en
la sociedad norteamericana son los nombra-
mientos de jueces, que no se limitan al Tribu-

nal Supremo, sino que se extienden a los
trece tribunales de apelación que realizan
funciones de corte de último recurso en mul-
titud de casos y que afectan a centenares de
magistrados y fiscales. La apertura de la so-
ciedad americana a los cambios de costum-
bres ha recibido el acompañamiento y en
algunos aspectos el impulso de los nombra-
mientos de jueces progresistas durante la
larga época de hegemonía demócrata que
empezó en 1932, con la presidencia de
Franklin D. Roosevelt, y que puede darse
por terminada con la de Ronald Reagan en
1980. Eisenhower no respondía a la idea de
un presidente conducido por la ideología;
Nixon y Ford fueron también casos aparte.
El primero, más ocupado en la política inter-
nacional y en el fisgoneo político dentro y
fuera de la Casa Blanca que en las cuestio-
nes de sociedad. El segundo, incapaz de sin-
tonizar con los aires ultraconservadores que
se avecinaban, hasta el punto de que su es-
posa, muy apreciada por la opinión pública,
se atrevió a realizar en 1975, un año antes de
las elecciones presidenciales, unas inocen-
tes y explosivas declaraciones en las que apo-
yaba el aborto, el sexo fuera del matrimonio
y la marihuana. Fue derrotado en las presi-
denciales por el demócrata Jimmy Carter,
mucho más conservador que la señora Ford
en cuestión de costumbres.

Con la presidencia de Reagan, calificada
de transformadora por todos los historiado-
res, tampoco se produjeron grandes cam-
bios respecto a este capítulo, aunque la siem-
bra neoconservadora que se ha recogido en
los ocho últimos años fue intensa y eficaz. El
periodista Charlie Savage, autor del libro El
regreso de la Presidencia Imperial y la subver-
sión de la democracia americana, ha hecho
balance de la cuidadosa actividad de George
W. Bush durante sus ocho años de presiden-
cia, nombrando jueces según criterios funda-
mentalmente de identificación ideológica.
Ninguno de los presidentes anteriores, in-
cluidos los republicanos y su propio padre,
había realizado nombramientos tan secta-
rios, atendiendo únicamente a su identifica-
ción con el conservadurismo social. En vez
de chequear los currículos de los candidatos

a ocupar las plazas con la American Bar Asso-
ciation (la asociación de abogados), ha veni-
do utilizando el filtro oficioso de la Sociedad
Federalista, un club de abogados ultracon-
servadores creado en las universidades de
Yale, Harvard y Chicago para contrarrestar
la actividad de los jueces liberales (progresis-
tas en lenguaje europeo).

Hay que notar que, bajo la presidencia de
Bush, la ideología no ha sido en muchos
casos el móvil para el nombramiento o en su
caso la destitución, sino directamente los in-
tereses partidistas, debidamente envueltos
en coartadas ideológicas. El ex fiscal general,
Alberto Gonzales, ha sido sometido a investi-
gación parlamentaria y de la inspección judi-
cial por la destitución de siete fiscales por
criterios políticos. Los planes de destitución
alcanzaban a casi 30 fiscales y presumible-
mente habían sido coordinados entre la Ca-
sa Blanca y el departamento de Justicia, pre-
sidido por Gonzales, en una acción muy
bien coordinada para controlar a los tribuna-
les en la que participó el propio mago electo-
ral de Bush, Karl Rove.

El balance de los ocho años de Bush en el
capítulo judicial no puede ser más desola-
dor. Actualmente hay mayorías conservado-
ras en 10 de las 13 cortes de apelación, de
forma que la elección de un presidente repu-
blicano significaría que esta mayoría se am-
pliaría a todos los tribunales. De los 164 jue-
ces que componen los tribunales de apela-
ción, hay 101 nombrados por presidentes
republicanos, de los que 61 lo han sido por
Bush. Casi la mitad de estos jueces son
miembros de la Sociedad Federalista. Cuan-

do Bush llegó a la Casa Blanca había prácti-
camente un empate entre jueces conserva-
dores y jueces liberales. Pero a pesar de los
desperfectos, la sentencia Roe versus Wade,
obsesión de la derecha social, no ha sido
revocada. Si gana Obama se mantendrá el
equilibrio, como mínimo durante el primer
mandato, principalmente en el Supremo,
donde lo más probable es que se produzcan
vacantes entre los magistrados liberales.

Si es McCain quien vence, en cambio, la
época que empieza significará en el capítulo
de costumbres todavía una vuelta de tuerca,
un nuevo viraje a la derecha y es altamente
probable que Roe versus Wade sea revoca-
da. El senador por Arizona empezó su cam-
paña en el centro político cuando debía en-
frentarse en las primarias republicanas a
una pléyade de personajes que competían
entre sí en su extremismo conservador. Pero
se lanzó a la competición con Obama des-
pués de comprometerse con los grupos de
presión conservadores para seguir realizan-
do nombramientos de jueces en la misma
línea que George W. Bush. El envite es muy
serio en el caso del Tribunal Supremo, don-
de actualmente hay un equilibrio precario,
con empate a cuatro y un voto cambiante
según el tipo de temas que se trate, de forma
que en los temas de sociedad suele dar un

resultado progresista. Este equilibrio se rom-
perá con un presidente republicano a favor
de los jueves conservadores. Los magistra-
dos del Supremo tienen un mandato vitali-
cio, algo que abre márgenes a la actuación
independiente respecto al color del presiden-
te que ha hecho el nombramiento. Ahora
mismo son dos magistrados tachados de li-
berales los de mayor edad y los dos más
jóvenes, en cambio, son los que ha nombra-
do George W. Bush.

Esta derecha judicial tan extremista, en
cambio, considera que si gana Obama se
producirá un fuerte giro a la izquierda. Ste-
ven Calabresi, uno de los fundadores de la
Sociedad Federalista, lo tiene muy claro y ha
expresado su profunda preocupación por
“las opiniones extremadamente izquierdis-
tas de Obama acerca de los jueces”. Calabre-
si cita unas palabras del candidato demócra-
ta del pasado año ante una asociación de
padres de familia para fundamentar la idea
de que los jueces que nombrará no atende-
rán a la ley y a la Constitución, sino a la
simpatía que les despierten los acusados. És-
tas son las palabras del candidato demócra-
ta: “Necesitamos a alguien que tenga el cora-
zón y la empatía de reconocer qué significa
ser una joven madre adolescente. La empa-
tía de entender qué significa ser pobre, afro-
americano, homosexual o disminuido físico
o viejo. Y éste es el criterio por el que voy a
elegir a los jueces”.

La catástrofe que anuncia Calabresi con-
ducirá a que se reconozca el derecho consti-
tucional a la asistencia del Estado, que se
establezca un mandato federal a favor de la

discriminación positiva, el derecho al aborto
con dinero público, la abolición de la pena
de muerte, procedimientos ruinosos de los
accionistas contra los directivos de las em-
presas, y a la aprobación de indemnizacio-
nes multimillonarias contra negocios legíti-
mos de tabaco o comida por supuesto aten-
tado a la salud. Todo esto suena a incompati-
ble con la Constitución Americana, a orejas
de los juristas neocons de la Sociedad Federa-
lista. De ahí que se planteen una duda in-
quietante sobre la capacidad de Obama de
“jurar en buena fe que ‘preservará, protege-
rá y defenderá la Constitución’, tal como se
exige al tomar posesión de su cargo”.

El fondo del debate que se disputa sobre
todo en el Tribunal Supremo concierne al
enfrentamiento entre dos interpretaciones
de la Constitución abiertamente contradicto-
rias. De una parte, están los juristas que con-
sideran la Constitución Americana, con sus
correspondientes enmiendas, como un tex-
to a aplicar de forma literal, tal como la con-
cibieron los padres fundadores. Son los origi-

nalistas, que han partido de los poderes pre-
sidenciales establecidos originalmente en el
texto constitucional para elaborar una teoría
antidemocrática y premoderna respecto a la
división de poderes y a los márgenes de ac-
ción del presidente, sobre todo en tiempo de
guerra. En este punto es donde engarza el
conservadurismo social con el belicismo
conservador. Los originalistas rechazan, na-
turalmente, toda jurisdicción y jurispruden-
cia extranjera o internacional, incluidas por
supuesto las Convenciones de Derechos Hu-
manos y los tribunales internacionales, co-
mo algo ajeno al constitucionalismo ameri-
cano, y constituyen así la vertiente jurídica
del unilateralismo en las relaciones interna-
cionales.

La presidencia de George W. Bush no
hubiera sido la misma sin los márgenes de
acción que obtuvo gracias a los atentados
del 11-S y a la declaración de una guerra
global contra el terror —para la que obtuvo,
además, poderes parlamentarios— de la
que se sabe todo de cómo empezó, pero
nada sobre cómo y cuándo acaba. O sí: aca-
ba si vence en las elecciones un presidente
que no se adscribe a esta teoría originalista y
al colofón de la presidencia imperial que se
deduce. Los juristas neocons han puesto
nombre a esta cosa monstruosa que le ha
crecido a la democracia norteamericana en
los ocho últimos años: es la teoría del ejecuti-
vo unitario, un eufemismo para la concen-
tración de poder, la marginación del Parla-
mento, el asalto de la justicia y la intimida-
ción de la opinión pública. Entre los juristas
más relevantes que han defendido estos

puntos de vista están naturalmente quienes
han asesorado a George W. Bush en la Casa
Blanca durante los últimos ocho años, y han
escrito los memorandos de justificación de
numerosas transgresiones de la Constitu-
ción, como la práctica de la tortura, la anula-
ción del hábeas corpus o las escuchas sin
control judicial.

Si vence McCain es muy probable que
desaparezca del todo la Casa de los Horrores
de Bush, sus nombramientos partidistas o
las prácticas más escandalosas que afectan a
los derechos individuales. Pero persistirá el
originalismo y seguirán los nombramientos
de jueces conservadores, con todo un poten-
cial regresivo. Si vence Obama, en cambio,
se abrirá paso la otra tendencia, la que consi-
dera la Constitución como un texto abierto a
los cambios y por tanto adaptable a las cir-
cunstancias de la sociedad de hoy. Son los
interpretacionistas, a los que la derecha con-
sidera como subjetivos y propensos a dar el
gobierno a los jueces, para que tomen deci-
siones que no han pasado ni por el Congre-
so ni por la Casa Blanca.

Obama sólo podrá en una primera etapa
mantener el estado de las cosas, lo que ya es
mucho. A fin de cuentas, las decisiones que
toma el Tribunal Supremo norteamericano
terminan también irradiando en todo el
mundo, y en primerísimo lugar en Europa.
No es arriesgado apostar que una reversión
de la sentencia Roe versus Wade se traduci-
ría inmediatamente en una oleada a favor
de la penalización del aborto en toda Euro-
pa. McCain no es Bush, pero es lo que más
se le parece. O

Emoción en la campaña. De izquierda a derecha, una
mujer llora en Harrisonburg (Virginia); en el mismo
acto, tres simpatizantes de Obama; también en Virgi-
nia, en Norfolk, jóvenes entusiasmados. Sobre estas
líneas, un acto en Pensilvania. Fotos: AP / AFP
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reconoció el derecho al
aborto probablemente
sería revocada

EL MUNDO LE ESPERA

8 EL PAÍS DOMINGO 02.11.08



Santos Juliá

ES CURIOSO cómo cambia el paso del tiem-
po la visión del pasado. Hace tres décadas,
todos los partidos de izquierda llevaban en
sus programas la reivindicación de amnis-
tía como primera conquista de la lucha por
la democracia. Amnistía, y no indulto, equi-
valía a algo más que el fin de una injusticia;
era la restitución de la razón política y mo-
ral a los que lucharon contra la dictadura.
Por eso, cuando, después de grandes movi-
lizaciones populares, el Gobierno de Suá-
rez aprobó el 30 de julio de 1976, por decre-
to ley, una amnistía para los delitos de in-
tencionalidad política —en la que ni se
mencionaban los crímenes franquistas—,
fue celebrada como un triunfo de quienes
habían sido procesados, torturados y con-
denados por la dictadura. La amnistía fue,
por emplear el lenguaje de la época, la con-
quista de la primera parcela de libertad.

Pero aquella amnistía dejó fuera los deli-
tos de intencionalidad política que hubie-
ran puesto en peligro o lesionado la vida o
la integridad física de las personas. Por eso,
aprobada la Ley para la Reforma Política,
una de las reivindicaciones de la oposición
consistió en exigir, para antes de las elec-
ciones generales previstas en esta ley, una
nueva amnistía que abarcara también los
delitos de intencionalidad política exclui-
dos de la anterior; o sea, lo que, sin más
rodeos, llamamos delitos de terrorismo.

De ese tipo, los más notorios eran los

cometidos por ETA. No es sorprendente,
pues, que fueran nacionalistas vascos los
que reclamaran con más insistencia una
segunda amnistía que, con los crímenes
de ETA, cubriera —ahora sí— todo el pasa-
do y se extendiera a los crímenes cometi-
dos desde el inicio de la Guerra Civil. El
argumento, expuesto en la Comisión de
los Nueve por un exiliado del PNV, Julio de
Jáuregui, consistió en traer al presente to-
do el pasado para tender sobre él una am-
nistía general con la que “se hubiera perdo-
nado y olvidado a los que mataron al presi-
dente Companys y al presidente Carrero; a
García Lorca y a Muñoz Seca; al ministro
de la Gobernación Salazar-Alonso y al mi-
nistro de la Gobernación Zugazagoitia; a
las víctimas de Paracuellos y a los muertos
de Badajoz; al general Fanjul y al general
Pita; a todos los que cometieron crímenes
y barbaridades en ambos bandos”.

Jáuregui y la Comisión de los Nueve
pugnaron para que antes de las eleccio-
nes se celebrara un “acto solemne que
perdonara y olvidara todos los crímenes
y barbaridades cometidas por los dos
bandos de la Guerra Civil, antes de ella,
en ella y después de ella hasta nuestros
días”. No lo consiguieron. El Gobierno no
accedió a esta propuesta de la oposición,
aunque, para facilitar la participación de
los vascos en las elecciones, procedió a
aprobar otros dos decretos parciales y
una arcaica medida de extrañamiento
que puso en la calle a los condenados en
el célebre proceso de Burgos. La exigen-
cia de una amnistía que cubriera tam-
bién los delitos de sangre quedó pendien-
te para después de las elecciones.

Todos los partidos de la oposición, co-

menzando por el PNV, lo recordaron des-
de el primer día, cuando en los escaños del
Congreso pudieron sentarse exiliados y
presos políticos del franquismo. Fueron
ellos los que con más calor defendieron
una amnistía general que cerrara un perio-
do de la historia. Ya no quedaba en la cár-
cel ningún preso político de la dictadura,
si por tal expresión se entiende a los que
habían sido condenados por el ejercicio de
los derechos fundamentales. Más aún, fue-
ron presos políticos de la dictadura, como
Marcelino Camacho, quienes, sin olvidar
los sufrimientos padecidos, defendieron
con más convicción el proyecto de ley de
amnistía general, que el 14 de octubre de
1977 recibió el voto favorable de todos los
grupos de la Cámara excepto el de Alianza
Popular, que se abstuvo. Las cárceles se
vaciaron del resto que aún quedaba de
presos de ETA.

Hoy, con el paso del tiempo, aquellas
dos amnistías se funden en una sola, por
la que una oposición, humillada, amnési-
ca, se habría visto obligada por los poderes
fácticos a equiparar la lucha por las liberta-
des con los crímenes del franquismo: pre-
sos de la dictadura a cambio de represores
de la dictadura, así se representa el pasa-
do. A los viejos del lugar no nos queda más
que mirar atrás con cierta melancolía y
tomar nota de cómo el paso del tiempo
cambia su representación: lo que enton-
ces fue lucha, ahora es humillación; lo que
ayer fue recuerdo y conquista, hoy es am-
nesia y derrota. El hoy se proyecta sobre el
ayer para, modificando los hechos, cam-
biar su representación y, con ella, su senti-
do en función de las políticas y los intere-
ses del presente. Es ley de vida. O

LA CONTRADICCIÓN entre la muerte, hace 10
meses, de la niña onubense de cinco años
María Luz Cortés y la sentencia en firme
dictada por la Audiencia de Sevilla en di-
ciembre de 2005 contra su presunto asesi-
no —condenado a dos años y nueve me-
ses por abusos sexuales cometidos con su
propia hija en 1999—, que no había sido
aún ejecutada en el momento del crimen
a causa de la negligencia de un juzgado
hispalense, se halla en el origen de un
grave conflicto entre el Gobierno y la ma-
gistratura.

El delito imputado a Santiago del Valle
—cuyo historial judicial entre 2003 y 2007
incluye el manoseo a una niña de nueve
años, los tocamientos a una menor en un
supermercado, el acoso a una muchacha
de 13 años y los juegos con una niña de
cuatro— ha despertado la indignación po-
pular. En los casos límite, las ideas ilustra-
das sobre la justicia penal, que derrotaron
a la concepción retributiva de la ley del
talión, pueden llegar a ser barridas por
esas entendibles —y no justificables—
oleadas pasionales. Es cierto que el caos
de la Administración de Justicia dificulta
el sosiego reflexivo. Pero dentro de la divi-
sión del trabajo entre la cabeza y el cora-
zón, la defensa de la lógica del Estado de
derecho frente al desbordamiento emocio-
nal es un deber de todos sus poderes.

Por desgracia, las protestas contra la
leve sanción disciplinaria —una multa de
1.500 euros por “desatención grave”—
aplicada por el Consejo General del Poder
Judicial (CGPJ) a Rafael Tirado, titular del
juzgado penal sevillano que demoró du-
rante 26 meses la ejecución de la senten-
cia firme contra Santiago del Valle, han
sido jaleadas por una parte del Gobierno,
que ha irrumpido en el asunto como ele-
fante en cacharrería. La vicepresidenta
Fernández de la Vega, que ha sido secreta-
ria judicial y vocal del CGPJ, manifestó su
esperanza de que la sanción al juez Tirado
se elevara a los tres años de suspensión de
empleo y sueldo pedidos por el fiscal. El
ministro Bermejo acusó con aire intimida-
torio a la magistratura de “intereses corpo-
rativos de autodefensa”. Las imágenes del
presidente Zapatero con el padre de Mari
Luz fueron algo más que informativas.

La reacción judicial no se hizo esperar.
Un escrito firmado por magistrados del Su-
premo rechazó “las inaceptables injeren-
cias” del Gobierno en el ámbito del CGPJ y
sus demandas “justicialistas y ejemplarizan-
tes”. Una abrumadora mayoría de los miem-
bros de la carrera judicial se solidarizó con
la huelga —legal— convocada para el 21 de
octubre (con un 85% de seguimiento) por el
cuerpo de secretarios judiciales en apoyo
de su compañera sevillana, sancionada a
dos años de suspensión; la vía elegida fue
un paro encubierto disfrazado de Juntas de
Jueces concertadas para el mismo día. Pero
la huelga —como la afiliación sindical— es
un derecho negado a los jueces, que encar-
nan un poder del Estado. No se trata sólo de
que el Poder Ejecutivo respete las fronteras
del Poder Judicial; los magistrados están
igualmente obligados a respetar las leyes. O

LA COLUMNA

El pasado como representación

Javier Pradera

El corazón y la cabeza

CAJERO AUTOMÁTICO Por El Roto

El efecto mariposa

El Gobierno y el Poder
Judicial se enfrentan
a causa de la sanción
disciplinaria del CGPJ
al juez Rafael Tirado
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Las dos
Américas en
el estrado
Progresistas y conservadores se enfrentan en el
terreno judicial. La clave de lo que ocurra ahí
también depende del resultado de las elecciones

Por LLUÍS BASSETS

E
s una época que termina. Su
final no sigue el guión que ha-
bían escrito Bush y sus ami-
gos. El propio candidato repu-
blicano se ve obligado a subra-
yarlo constantemente: “Yo no

soy Bush”. “Si usted quiere enfrentarse a
Bush debió presentarse a las elecciones ha-
ce cuatro años”, le dijo a Obama en el tercer
debate televisivo. Los historiadores se dispu-
tan sobre cuándo y cómo empezó esta épo-
ca. Si fue con Nixon, presidente con aspira-
ciones absolutistas e imperiales que fue de-
rribado por el Congreso y por la prensa. O si
fue con Reagan, el presidente que protago-
nizó la revolución conservadora y pidió a
Gorbachov en Berlín que tirara ese muro.
Pero el hito no debe estar necesariamente
en la Casa Blanca. No muy lejos, a poco
más de una milla a su izquierda, detrás del
Capitolio, está el edificio donde se tomó
una decisión trascendental en 1973. El Tri-
bunal Supremo falló a favor de una mujer
(Jane Roe) y contra el abogado del Estado
de Tejas (Henry Wade) en una sentencia
histórica que reconocía el derecho al abor-
to y situaba fuera de la legalidad a la mayo-
ría de las leyes restrictivas aprobadas por
los Estados. Esta sentencia, conocida como
el caso Roe versus Wade, fue la chispa que
encendió la mecha del descontento entre el
conservadurismo social y religioso, de for-
ma que todo lo que ha sucedido en la políti-
ca americana desde entonces puede inter-
pretarse como el intento de revertir la deci-
sión de la Corte Constitucional.

No es, por supuesto, el único caballo de
batalla. Revertir la discriminación positiva a
favor de las minorías, afianzar la pena de
muerte, prohibir los matrimonios entre per-
sonas del mismo sexo, diluir las fronteras
entre religión y política o ensanchar los már-
genes de poder del presidente son los princi-
pales capítulos en los que se enfrentan las
dos Américas, en el terreno judicial, natural-
mente, y en el político. El poder de los jueces
es tan grande que puede llegar a determinar
una elección presidencial, como sucedió en
2000, cuando el Tribunal Supremo ordenó la
paralización del recuento de votos en Flori-
da, después de que Al Gore obtuviera de
tribunales inferiores el derecho a revisar nu-
merosas votaciones irregulares. Aquel caso
determinó directamente el curso de la histo-
ria: si hubiera seguido el recuento es seguro
que Al Gore habría alcanzado la presidencia.

Entre todas las decisiones presidenciales,
las que dejan en todo caso mayor huella en
la sociedad norteamericana son los nombra-
mientos de jueces, que no se limitan al Tribu-

nal Supremo, sino que se extienden a los
trece tribunales de apelación que realizan
funciones de corte de último recurso en mul-
titud de casos y que afectan a centenares de
magistrados y fiscales. La apertura de la so-
ciedad americana a los cambios de costum-
bres ha recibido el acompañamiento y en
algunos aspectos el impulso de los nombra-
mientos de jueces progresistas durante la
larga época de hegemonía demócrata que
empezó en 1932, con la presidencia de
Franklin D. Roosevelt, y que puede darse
por terminada con la de Ronald Reagan en
1980. Eisenhower no respondía a la idea de
un presidente conducido por la ideología;
Nixon y Ford fueron también casos aparte.
El primero, más ocupado en la política inter-
nacional y en el fisgoneo político dentro y
fuera de la Casa Blanca que en las cuestio-
nes de sociedad. El segundo, incapaz de sin-
tonizar con los aires ultraconservadores que
se avecinaban, hasta el punto de que su es-
posa, muy apreciada por la opinión pública,
se atrevió a realizar en 1975, un año antes de
las elecciones presidenciales, unas inocen-
tes y explosivas declaraciones en las que apo-
yaba el aborto, el sexo fuera del matrimonio
y la marihuana. Fue derrotado en las presi-
denciales por el demócrata Jimmy Carter,
mucho más conservador que la señora Ford
en cuestión de costumbres.

Con la presidencia de Reagan, calificada
de transformadora por todos los historiado-
res, tampoco se produjeron grandes cam-
bios respecto a este capítulo, aunque la siem-
bra neoconservadora que se ha recogido en
los ocho últimos años fue intensa y eficaz. El
periodista Charlie Savage, autor del libro El
regreso de la Presidencia Imperial y la subver-
sión de la democracia americana, ha hecho
balance de la cuidadosa actividad de George
W. Bush durante sus ocho años de presiden-
cia, nombrando jueces según criterios funda-
mentalmente de identificación ideológica.
Ninguno de los presidentes anteriores, in-
cluidos los republicanos y su propio padre,
había realizado nombramientos tan secta-
rios, atendiendo únicamente a su identifica-
ción con el conservadurismo social. En vez
de chequear los currículos de los candidatos

a ocupar las plazas con la American Bar Asso-
ciation (la asociación de abogados), ha veni-
do utilizando el filtro oficioso de la Sociedad
Federalista, un club de abogados ultracon-
servadores creado en las universidades de
Yale, Harvard y Chicago para contrarrestar
la actividad de los jueces liberales (progresis-
tas en lenguaje europeo).

Hay que notar que, bajo la presidencia de
Bush, la ideología no ha sido en muchos
casos el móvil para el nombramiento o en su
caso la destitución, sino directamente los in-
tereses partidistas, debidamente envueltos
en coartadas ideológicas. El ex fiscal general,
Alberto Gonzales, ha sido sometido a investi-
gación parlamentaria y de la inspección judi-
cial por la destitución de siete fiscales por
criterios políticos. Los planes de destitución
alcanzaban a casi 30 fiscales y presumible-
mente habían sido coordinados entre la Ca-
sa Blanca y el departamento de Justicia, pre-
sidido por Gonzales, en una acción muy
bien coordinada para controlar a los tribuna-
les en la que participó el propio mago electo-
ral de Bush, Karl Rove.

El balance de los ocho años de Bush en el
capítulo judicial no puede ser más desola-
dor. Actualmente hay mayorías conservado-
ras en 10 de las 13 cortes de apelación, de
forma que la elección de un presidente repu-
blicano significaría que esta mayoría se am-
pliaría a todos los tribunales. De los 164 jue-
ces que componen los tribunales de apela-
ción, hay 101 nombrados por presidentes
republicanos, de los que 61 lo han sido por
Bush. Casi la mitad de estos jueces son
miembros de la Sociedad Federalista. Cuan-

do Bush llegó a la Casa Blanca había prácti-
camente un empate entre jueces conserva-
dores y jueces liberales. Pero a pesar de los
desperfectos, la sentencia Roe versus Wade,
obsesión de la derecha social, no ha sido
revocada. Si gana Obama se mantendrá el
equilibrio, como mínimo durante el primer
mandato, principalmente en el Supremo,
donde lo más probable es que se produzcan
vacantes entre los magistrados liberales.

Si es McCain quien vence, en cambio, la
época que empieza significará en el capítulo
de costumbres todavía una vuelta de tuerca,
un nuevo viraje a la derecha y es altamente
probable que Roe versus Wade sea revoca-
da. El senador por Arizona empezó su cam-
paña en el centro político cuando debía en-
frentarse en las primarias republicanas a
una pléyade de personajes que competían
entre sí en su extremismo conservador. Pero
se lanzó a la competición con Obama des-
pués de comprometerse con los grupos de
presión conservadores para seguir realizan-
do nombramientos de jueces en la misma
línea que George W. Bush. El envite es muy
serio en el caso del Tribunal Supremo, don-
de actualmente hay un equilibrio precario,
con empate a cuatro y un voto cambiante
según el tipo de temas que se trate, de forma
que en los temas de sociedad suele dar un

resultado progresista. Este equilibrio se rom-
perá con un presidente republicano a favor
de los jueves conservadores. Los magistra-
dos del Supremo tienen un mandato vitali-
cio, algo que abre márgenes a la actuación
independiente respecto al color del presiden-
te que ha hecho el nombramiento. Ahora
mismo son dos magistrados tachados de li-
berales los de mayor edad y los dos más
jóvenes, en cambio, son los que ha nombra-
do George W. Bush.

Esta derecha judicial tan extremista, en
cambio, considera que si gana Obama se
producirá un fuerte giro a la izquierda. Ste-
ven Calabresi, uno de los fundadores de la
Sociedad Federalista, lo tiene muy claro y ha
expresado su profunda preocupación por
“las opiniones extremadamente izquierdis-
tas de Obama acerca de los jueces”. Calabre-
si cita unas palabras del candidato demócra-
ta del pasado año ante una asociación de
padres de familia para fundamentar la idea
de que los jueces que nombrará no atende-
rán a la ley y a la Constitución, sino a la
simpatía que les despierten los acusados. És-
tas son las palabras del candidato demócra-
ta: “Necesitamos a alguien que tenga el cora-
zón y la empatía de reconocer qué significa
ser una joven madre adolescente. La empa-
tía de entender qué significa ser pobre, afro-
americano, homosexual o disminuido físico
o viejo. Y éste es el criterio por el que voy a
elegir a los jueces”.

La catástrofe que anuncia Calabresi con-
ducirá a que se reconozca el derecho consti-
tucional a la asistencia del Estado, que se
establezca un mandato federal a favor de la

discriminación positiva, el derecho al aborto
con dinero público, la abolición de la pena
de muerte, procedimientos ruinosos de los
accionistas contra los directivos de las em-
presas, y a la aprobación de indemnizacio-
nes multimillonarias contra negocios legíti-
mos de tabaco o comida por supuesto aten-
tado a la salud. Todo esto suena a incompati-
ble con la Constitución Americana, a orejas
de los juristas neocons de la Sociedad Federa-
lista. De ahí que se planteen una duda in-
quietante sobre la capacidad de Obama de
“jurar en buena fe que ‘preservará, protege-
rá y defenderá la Constitución’, tal como se
exige al tomar posesión de su cargo”.

El fondo del debate que se disputa sobre
todo en el Tribunal Supremo concierne al
enfrentamiento entre dos interpretaciones
de la Constitución abiertamente contradicto-
rias. De una parte, están los juristas que con-
sideran la Constitución Americana, con sus
correspondientes enmiendas, como un tex-
to a aplicar de forma literal, tal como la con-
cibieron los padres fundadores. Son los origi-

nalistas, que han partido de los poderes pre-
sidenciales establecidos originalmente en el
texto constitucional para elaborar una teoría
antidemocrática y premoderna respecto a la
división de poderes y a los márgenes de ac-
ción del presidente, sobre todo en tiempo de
guerra. En este punto es donde engarza el
conservadurismo social con el belicismo
conservador. Los originalistas rechazan, na-
turalmente, toda jurisdicción y jurispruden-
cia extranjera o internacional, incluidas por
supuesto las Convenciones de Derechos Hu-
manos y los tribunales internacionales, co-
mo algo ajeno al constitucionalismo ameri-
cano, y constituyen así la vertiente jurídica
del unilateralismo en las relaciones interna-
cionales.

La presidencia de George W. Bush no
hubiera sido la misma sin los márgenes de
acción que obtuvo gracias a los atentados
del 11-S y a la declaración de una guerra
global contra el terror —para la que obtuvo,
además, poderes parlamentarios— de la
que se sabe todo de cómo empezó, pero
nada sobre cómo y cuándo acaba. O sí: aca-
ba si vence en las elecciones un presidente
que no se adscribe a esta teoría originalista y
al colofón de la presidencia imperial que se
deduce. Los juristas neocons han puesto
nombre a esta cosa monstruosa que le ha
crecido a la democracia norteamericana en
los ocho últimos años: es la teoría del ejecuti-
vo unitario, un eufemismo para la concen-
tración de poder, la marginación del Parla-
mento, el asalto de la justicia y la intimida-
ción de la opinión pública. Entre los juristas
más relevantes que han defendido estos

puntos de vista están naturalmente quienes
han asesorado a George W. Bush en la Casa
Blanca durante los últimos ocho años, y han
escrito los memorandos de justificación de
numerosas transgresiones de la Constitu-
ción, como la práctica de la tortura, la anula-
ción del hábeas corpus o las escuchas sin
control judicial.

Si vence McCain es muy probable que
desaparezca del todo la Casa de los Horrores
de Bush, sus nombramientos partidistas o
las prácticas más escandalosas que afectan a
los derechos individuales. Pero persistirá el
originalismo y seguirán los nombramientos
de jueces conservadores, con todo un poten-
cial regresivo. Si vence Obama, en cambio,
se abrirá paso la otra tendencia, la que consi-
dera la Constitución como un texto abierto a
los cambios y por tanto adaptable a las cir-
cunstancias de la sociedad de hoy. Son los
interpretacionistas, a los que la derecha con-
sidera como subjetivos y propensos a dar el
gobierno a los jueces, para que tomen deci-
siones que no han pasado ni por el Congre-
so ni por la Casa Blanca.

Obama sólo podrá en una primera etapa
mantener el estado de las cosas, lo que ya es
mucho. A fin de cuentas, las decisiones que
toma el Tribunal Supremo norteamericano
terminan también irradiando en todo el
mundo, y en primerísimo lugar en Europa.
No es arriesgado apostar que una reversión
de la sentencia Roe versus Wade se traduci-
ría inmediatamente en una oleada a favor
de la penalización del aborto en toda Euro-
pa. McCain no es Bush, pero es lo que más
se le parece. O

Emoción en la campaña. De izquierda a derecha, una
mujer llora en Harrisonburg (Virginia); en el mismo
acto, tres simpatizantes de Obama; también en Virgi-
nia, en Norfolk, jóvenes entusiasmados. Sobre estas
líneas, un acto en Pensilvania. Fotos: AP / AFP

“Necesitamos a alguien
capaz de comprender
qué significa ser pobre,
madre adolescente,
homosexual o viejo”

Si ganara McCain, la
histórica sentencia que
reconoció el derecho al
aborto probablemente
sería revocada
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